
PARAGRAFO TRANSITORIO. Durante el tiempo para que se expidan las 
leyes y normas pertinentes sobre la materia, los recursos en cuestión, en los 
porcentajes señalados, se invertirán en los planes, programas y proyectos de 
inversión de 'la rama judicial y en los planes, programas y proyectos de construc­
ción, mejora, adecuación y consecución de los centros penitenciarios y carcelarios.

Mientras el Inpec entra plenamente en funcionamiento, las sumas respectivas 
se girarán al Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia y del Derecho, hasta tanto 
no se haya procedido a la liquidación de esta última entidad.

ARTICULO 172. FACULTADES EXTRAORDINARIAS. De conformidad 
con el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política, revístese de precisas 
facultades extraordinarias al Presidente de la República, por el término de seis (6) 
meses contados a partir de la fecha de la promulgación del presente Código, para 
dictar normas con fuerza de ley sobre las siguientes materias:

1. Ingreso al servicio del Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaría 
Nacional.

2. Composición, clasificación y categoría del Cuerpo de Custodia y Vigilancia 
Penitenciaría y Carcelaria.

3. Formación, capacitación, actualización, grados, clases y ascensos. Concur­
sos, comisiones, ascenso póstumo. Comando General: Dependencia. Selección, 
funciones y término de servicio.

4. Destinación. Situaciones*administrativas. Retiro y reintegro.

5 . Régimen de Cañera Penitenciaría, organización y administración.

6. Régimen salarial, prestacional y pensional, que no podrá desmejorar los 
derechos y garantías vigentes de los actuales servidores.

7. Régimen .disciplinario.

Para los efectos de estas facultades’se contará con la asesoría de dos Senadores 
y dos Representantes de las Comisiones Primeras de cada Cámara, designados por 
las mesas directivas de dichas comisiones.

ARTICULO 173. DISPOSICION TRANSITORIA. Mientras se expida la 
legislación respectiva dicha materia se regirá en lo pertinente por esta Ley, por lá 
Ley 32 de 1986, el Decreto 1151 dfe 1989, el Decreto 1251 de 1989, los Títulos II 
y III del Decreto 1817 de 1964 y las demás normas reglamentarias y complemen­
tarias.

ARTICULO 174. VIGENCIA. La presente Ley deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarías y rige a partir de la fecha de su promulgación.

Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a

El Presidente del H. Senado de la República,

Tito Edmundo Rueda Guarín
El Presidente de la H. Cámara de Representantes,

César Pérez García
El Secretario General del H. Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega
El Secretario General de la H. Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.

República de Colombia - Gobierno Nacional
Publíquese y ejecútese.

Dada en Santafé de Bogotá, D. C , a 19 de agosto de 1993.

CESAR GAVIRIA TRUJILLO
El Ministro de Justicia,

Andrés González Díaz*

LEY 66 BE 1993
(agosto 19)

por lá cual se reglamenta el manejo y aprovechamiento de los depósitos judiciales y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

ARTICULO lo. Las cantidades de dinero que, de conformidad con las dispo­
siciones legales y vigentes deben consignarse a órdenes de los despachos de la 
Rama Judicial, se depositarán en la sucursal del Banco Popular de la localidad del 
depositante.

ARTICULO 2o. A los promedios trimestrales de los depósitos judiciales 
definidos en este artículo, se les aplicará la más alta de las tasas de interés trimestral 
que se paguen en las secciones de ahorro del Banco Popular o de la Caja de Crédito 
Agrario, Industrial y Minero.

Para establecer la base de liquidación se tomará el saldo trimestral promedio de. 
los depósitos, después de descontar el diferencial entre el encaje para los depósitos 
judiciales y el encaje para los depósitos de las secciones de ahorro ordinario, 
mientras este diferencial subsista. Se exceptúan de esta obligación los depósitos 
que encajen el cien por ciento (100%) de acuerdo con las disposiciones vigentes 
sobre la materia, que se descontarán en su totalidad.

El Banco Popular y la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero, girarán a 
la Dirección del Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público ¿1 
producto trimestral de los depósitos judiciales. Los giros se realizarán durante el 
mes siguiente al respectivo trimestre.

ARTICULO 3o. Las multas que a partir de la vigencia de la presente Ley 
impongan las autoridades judiciales con base en el Código Penal, el Código de Pro­
cedimiento Civil o las disposiciones que los complementan, serán canceladas a 
órdenes de la Nación en las oficinas del Banco Popular o de la Caja Agraria del res­
pectivo municipio, dentro del plazo fijado por el funcionario judicial competente.

ARTICULO 4o. Cuando en un proceso penal deba hacerse efectiva una caución 
prendaria por incumplimiento de las obligaciones impuestas, el funcionario judi­

cial competente dispondrá que su valor sea girado a la Nación en las oficinas del 
Banco Popular o de la Caja Agraria del respectivo municipio y comunicará esa 
orden a la entidad en la cual se halle depositada la caución, para que ésta proceda 
a cumplirla dentro de los diez días siguientes.

ARTICULO 5o. Los pagos a que hace referencia el artículo séptimo de la Ley 
11 de 1987, se pagarán con destino a la Nación.

ARTICULO 6o. Los dineros que se reciban con base en lo dispuesto en los 
artículos anteriores se distribuirán, en un setenta por ciento (70%) para financiar los 
planes, programas y proyectos de inversión prioritariamente, y los de capacitación 
que se establezcan en el Plan Nacional de Desarrollo para la Rama Judicial, y en un 
treinta por ciento (30%) para los planes, programas y proyectos de rehabilitación 
y de construcción, mejoras, adecuación y consecución de los centros carcelarios y 
penitenciarios.

Mientras se expidan las normas y leyes pertinentes sobre la materia, y dado el 
actual período de transición constitucional, estos recursos se invertirán en los 
planes, programas y proyectos de inversión de la Rama Judicial, en los planes, 
programas y proyectos de construcción, mejora, adecuación y consecución de los 
centros carcelarios y penitenciarios.

ARTICULO 7o. El Consejo Superior dé la Judicatura ejercerá el debido control 
sobre las autoridades judiciales con el fin de que se constituyan y decreten en debida 
forma los depósitos judiciales, multas y demás recursos a que se refiere lu presente 
Ley, y así mismo, para que se realicen las consignaciones correspondientes.

PARAGRAFO. Los mecanismos para la efectiva realización del control descri­
to en este artículo, serán consagrados mediante reglamentación que expida el 
Consejo Superior de la Judicatura.

ARTICULO 8o. En los lugares donde el Banco Popular no tenga oficina, el 
depósito de que trata esta Ley, se hará en la sucursal de la Caja de Crédito Agrario, 
Industrial y Minero.



ARTICULO 9o. Conforme al procedimiento que establezca el Consejo Supe­
rior de la Judicatura, el valor de los depósitos judiciales prescribirá en favor del 
Tesoro Nacional si transcurridos cinco (5) años, contados desde la terminación 
definitiva del correspondiente proceso, no hubieren sido reclamados por sus 
beneficiarios. Los dineros así adquiridos financiarán los planes, proyectos y 
programas de inversión y capacitación de la Rama Judicial.

ARTICULO 10. Los dineros que se recauden según lo previsto en esta Ley, 
deberán ser destinados prioritariamente a la inversión y capacitación en los 
departamentos donde los mismos se capten.

ARTICULO 11. Esta Ley deroga las disposiciones que le sean contrarias y rige 
a partir de la fecha de su publicación.

Dada en Santafé de Bogotá, D. C., a...
El Presidente del H. Senado de la República,

Tito Edmundo Rueda Guarín

El Presidente de la .H. Cámara de Representantes,
César Pérez García

El Secretario General del H. Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega

El Secretario General de la H. Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur 
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Publíquese y ejecútese.

Dada en Santafé de Bogotá, D. C., a 19 de agosto de 1993.
CESAR G A VI RIA TRUJILLO

El Ministro de Justicia,
Andrés González Díaz

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Rudolf Hommes Rodríguez

BECRETO NUMERO 1654 DE 1993
(agosto 19)

por eí cual se autoriza un funcionario del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República' para aceptar una: 
invitación.

El Presidente de ia República de Colombia, en uso de las facultades conferidas 
por el artículo 129 de la Constitución Política, y

CONSIDERANDO:

Que el Gobierno de los Estados Unidos de América, formuló invitación a través 
de su Embajada en Colombia, al doctor Héctor Riveros Serrato, Consejero 
Presidencial para el Desarrollo de la Constitución, para que realice una serie de 
encuentros y observaciones del programa individual “Derechos Civiles y Desarro­
llo Comunitario en los Estados Unidos”;

Que la invitación incluye el pago de pasajes aéreos y los gastos de hospedaje, 
que correrán por cuenta del Gobierno de los Estados Unidos de América;

Que de conformidad con el artículo 129 de la Constitución Política, los 
servidores públicos no podrán aceptar cargos, honores y recompensas de gobiernos 
ex tranjeros y organismos internacionales, ni celebrar contratos con ellos, sin previa 
autorización del Gobierno,

DECRETA:

ARTICULO lo. Autorízase al doctor Héctor Riveros Serrato, Consejero 
Presidencial para el Desarrollo de la Constitución, para aceptar la invitación 
formulada por el Gobierno de los Estados Unidos de América para que realice una 
serie de encuentros y observaciones dentro del programa individual “Derechos 
Civiles y Desarrollo Comunitario en los Estados Unidos” a realizarse entre el 22 de 
agosto al 11 de septiembre de 1993, así como aceptar los gastos que incluye la 
invitación formulada.

ARTICULO 2o. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese, comuniqúese y cúmplase.

Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a 19 de agosto de 1993.
CESAR GAVIRIA TRUJILLO

El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República.

Miguel Silva Pinzón.

r ~

MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

RESOLUCION EJECUTIVA NUMERO 112 DE 1993
(agosto 19)

por la cual se autoriza una emisión de Bonos de Deuda Pública Interna a cargo de la Empresa de Acueducto 
y Alcantarillado de Bogotá, EAAB, hasta por la suma de $19.000 millones..

^  . CONSIDERANDO:
El Presidente de la República de Colombia en uso de sus facultades legales y en

especial de las que le confiere el artículo 37 de la Ley 51 de 1990 y el artículo 231 Que el Alcalde Mayor de Santafé de Bogotá, Distrito Capital, solicitó autoriza-
del Decreto 222 de 1983, y ‘ ción para la.Emisión de Bonos de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de


